Boletín N° 2135-07-1.

Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre el proyecto de ley que crea juzgados y cargos que indica; divide la competencia en las jurisdicciones que señala; modifica la composición de la Corte de Apelaciones de San Miguel; modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley Nº 18.776. �

Honorable Cámara:

	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República. 

I.- Antecedentes generales.

	— Ingreso, cuenta y remisión a la Excma. Corte Suprema.

	El proyecto en informe ingresó a la Oficina de Partes de la Corporación el día 29 de enero de 1998.

	Se dio cuenta de él en la sesión 31ª., en martes 3 de marzo del mismo año, siendo tramitado a esta Comisión y a la de Hacienda.

	En la misma oportunidad,  se acordó remitir el proyecto a la Excma. Corte Suprema, para los efectos previstos en el inciso final del artículo 74 de la Carta Fundamental y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, que obligan a oírla previamente cuando se modifica la ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.

	A la fecha de elaboración de este informe, la Excma. Corte Suprema no ha evacuado el informe exigido por ambos preceptos, en atención al hecho de incidir esta iniciativa en la organización y atribuciones de los tribunales.

	— Personas escuchadas.

	Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la asistencia y colaboración de la Jefa de la División Judicial del Ministerio de Justicia,  doña Consuelo Gazmuri Riveros; del abogado asesor de ese Ministerio, don Claudio Troncoso; el Director, del Subdirector y del Jefe del Departamento de Finanzas y Presupuestos de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, don Luis Manríquez Reyes, don Carlos González Arístegui y don Omar Rebolledo M., respectivamente, y del  profesor de la Escuela de Ingeniería Industrial de la Universidad Católica de Valparaíso don Juan Vrsalovic Mihoevic.

	— Documentos solicitados o recibidos.    

	La Comisión, con fecha 4 de marzo, solicitó de la Corporación Administrativa del Poder Judicial el texto actualizado del “Estudio sobre la creación, ubicación y especialización de juzgados de letras durante el período 1991-1992”.

	Dicha Corporación, por oficio (O) N° 1.028, de 25 de marzo, remitió el “Estudio de los  requerimientos de tribunales en la I (Arica, Iquique), II (Antofagasta), V (Villa Alemana, La Calera) y X (Puerto Montt) Regiones” y el “Estudio de los requerimientos de tribunales en la IV, VI, VII, IX, X (Valdivia), XI Regiones y parte de la Corte de Apelaciones de San Miguel (Puente Alto), ambos por el período 1997-2000.

	El profesor Vrsalovic hizo entrega de diversos antecedentes estadísticos elaborados sobre la base de los estudios anteriormente mencionados, que sirvieron de base a su exposición en el seno de la Comisión.

	El señor Manríquez aportó a la Comisión un listado relativo a la creación y especialización de tribunales, que contiene la proposición del Poder Judicial y la del Ministerio de Justicia, más un informe técnico financiero sobre el costo del proyecto en informe. �

	La señora Gazmuri entregó una minuta con antecedentes que justifican la creación de una 5ª. Sala en la Corte de Apelaciones de San Miguel, junto con un ingreso comparativo de ingreso de causas entre las Cortes de San Miguel, Valparaíso y Concepción.

	La Asociación Nacional de Magistrados hizo llegar sus observaciones al proyecto de ley en informe, concretamente sobre el artículo 4° transitorio, que favorece a los jueces de letras de comunas o agrupación de comunas y a los secretarios de juzgados de letras, disposición que recomienda aprobar.

	Sin perjuicio de lo anterior, hizo saber que estima también de justicia el establecimiento de una normativa que en similar sentido beneficie a los relatores de Corte de Apelaciones, cuya legitima aspiración de acceder al cargo de juez de asiento de Corte de Apelaciones se ha visto también limitada por las disposiciones orgánicas actualmente vigentes.  

	Todos estos antecedentes figuran agregados al expediente del proyecto. 

	— Informe financiero. 

	El proyecto en informe viene acompañado del respectivo informe financiero del Ministerio de Hacienda, Dirección de Presupuestos, que contiene, acorde con lo preceptuado en el artículo 14 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, los antecedentes que explican los gastos que irrogará, la fuente de los recursos que demanda y la estimación de su posible monto, ascendente a $ 3.323.986 miles de pesos, incluidos 983.251 miles de pesos en remuneraciones, 176.985 miles de pesos en gastos operacionales y 2.163.750 miles de pesos en gastos de inversión.

	Este costo será financiado con cargo a los recursos que consulte el presupuesto del Poder Judicial.

	El informe técnico financiero de la Corporación Administrativa del Poder Judicial determina el costo del proyecto considerando los gastos en personal (año completo), de operación (considera un 18% sobre el gasto en remduneraciones) y de instalación (considera adquisición de terreno, etapa de diseño del edificio y construcción del mismo).

	En personal, considera un gasto de 1.156.602 miles de pesos; en costo de operación, 208.188 miles de pesos;en costo de instalación, 3.006.436 miles de pesos, lo que da un total de 4.371.227 miles de pesos.

	Consultado sobre el motivo de las diferencias que se observan con las cifras entregadas por el Ministerio de Hacienda, el señor Manríquez indicó que ello se debe a que la Corporación considera el gasto de instalación y de operación de tribunales modernos, dotados de tecnología computacional y de equipamiento adecuados. En cambio, Hacienda considera los gastos históricos operacionales y de inversión.  

II. Fundamentos del proyecto.

	De acuerdo con lo que se expresa en el mensaje, la creación de nuevos tribunales en Antofagasta, Puente Alto, Rancagua, Temuco y Puerto Montt, así como la especialización de la jurisdicción en diversas ciudades del país, se enmarca en la política de modernización de la justicia en que se encuentra empeñado el Gobierno, la que reconoce como una de sus prioridades principales la optimización del acceso a la justicia de todos los ciudadanos y, en especial, de los más pobres, que constituye la finalidad más inmediata del proyecto de ley. 

En ese mismo ámbito, se destaca la creación de cargos de receptor laboral en juzgados de letras y civiles que conocen  materias del  trabajo, lo que incidirá en una agilización de las causas laborales, facilitando especialmente la notificación de las demandas en que los trabajadores —normalmente carentes de recursos para contar con receptor particular — reclaman derechos emanados de sus contratos de trabajo.

	En todas las ciudades en que esta iniciativa crea nuevos tribunales, el promedio anual de ingreso de causas de los actuales juzgados es muy superior al que se considera aceptable, que es de 5.000 causas. 

	De esta forma, dichos juzgados sufren de un enorme recargo de trabajo, el que, a pesar de los esfuerzos desplegados por los magistrados, secretarios y personal subalterno, les impide proporcionar una justicia oportuna. Este recargo es especialmente intenso en la ciudad de Antofagasta, en la que el ingreso promedio anual es superior a las 9.000 causas, lo que determinó que se creen dos nuevos tribunales para esa ciudad.

Por otra parte, la creación del juzgado de menores de Puente Alto ha sido insistentemente solicitada por la Ilustrísima Corte de Apelaciones de San Miguel y responde a la urgente necesidad de dotar a esa populosa ciudad de una justicia especializada en esta materia.

	Si bien existen otros lugares del país en que también se exceden los promedios normales de ingreso  de causas  por tribunal, el Gobierno estimó — de acuerdo a las conclusiones de diversos y fundamentados estudios existentes sobre la materia — que la mayor urgencia de contar con nuevos tribunales  es la que existe en las ciudades en que esta iniciativa los crea. 

	De ahí que postergara para una ley posterior la creación de otros que resulten necesarios. Ello, en consideración a que no le parece razonable crear  tribunales que no podrán instalarse en un plazo relativamente próximo al de la promulgación de la ley respectiva, por falta de los recursos presupuestarios necesarios.

	La señora Jefa de la División Judicial del Ministerio de Justicia expresó que para que exista una real posibilidad de acceso a la justicia y para que la que se otorgue a la gente  sea oportuna y de calidad, es necesario aumentar el número de tribunales en Chile, aun cuando no sea éste el único medio para lograr tales objetivos. Existen otros, como la desjudicialización de ciertas materias, que razonablemente deben verse en sedes administrativas y potenciar métodos alternativos de resolución de conflictos, como la conciliación, la mediación y el arbitraje.

	Explicó que, en forma comparativa, en Chile existen pocos jueces por habitante — alrededor de un juez por cada 38.000 habitantes —, siendo la tendencia a litigar de los chilenos alta.

	Hizo saber que,  si bien durante la administración del Presidente Aylwin se dio un paso significativo para dotar de más tribunales al país, creándose a través de diferentes leyes 44 juzgados de letras, civiles y del crimen, en diferentes ciudades del país, y nuevas Salas de Cortes de Apelaciones, sigue habiendo necesidad de crear otros. 

	Hizo presente que de esos 44 nuevos juzgados, algunos no han sido instalados hasta la fecha�, por razones de diversa índole — que no especificó —, lo que provoca no poca frustración en los habitantes de las localidades en que dichos tribunales fueron creados. 

	Por eso mismo, en esta ocasión se ha optado por crear sólo siete nuevos juzgados y una nueva Sala en la Corte de Apelaciones de San Miguel, que responden a los casos más urgentes y para cuya instalación efectiva se han reservado los recursos correspondientes en el presupuesto de la Nación. �	

	Terminó expresando que el proyecto tiene su origen en estudios efectuados por el Ministerio de Justicia, con la colaboración de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y el Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad Católica de Valparaíso, autor de un documentado estudio sobre la creación, ubicación y especialización de juzgados de letras durante el período 1991-1992, que esta Comisión tuvo a la vista, complementado con otros dos, del mismo origen, denominados “Estudio de los requerimientos de tribunales en la I (Arica, Iquique), II (Antofagasta), V (Villa Alemana, La Calera) y X (Puerto Montt) Regiones” y “Estudio de los requerimientos de tribunales en la IV, VI, VII, IX, X (Valdivia) XI Regiones y parte de la Corte de Apelaciones de San Miguel (Puente Alto), ambos por el período 1997-2000.

	La finalidad de ambos es facilitar el acceso a la justicia a los habitantes de las respectivas regiones, considerando criterios orientadores de equidad, eficiencia y económicos, unidos a los de pobreza, desarrollo regional, realidad geográfica y de comunicaciones. �

III. Minuta de las ideas matrices y contenido del proyecto. 

	Las ideas matrices o fundamentales que informan este  proyecto  están referidas a la solución de las situaciones, materias o problemas específicos existentes en materia de tribunales, siendo su finalidad más inmediata la de optimizar el acceso a la justicia de todos los ciudadanos y, en especial, de los más pobres.

	Dicho propósito se logra mediante un proyecto de ley que consta de quince artículos permanentes y seis transitorios, por los cuales se propone:

	1° Crear un Quinto y Sexto juzgados de letras con asiento en la comuna de Antofagasta y jurisdicción sobre las comunas de Antofagasta, Mejillones y Sierra Gorda (artículo 1°).

	2° Crear un Cuarto juzgado de letras en lo civil con asiento en la comuna de Puente Alto y jurisdicción sobre las comunas de la provincia de Cordillera, esto es, Puente Alto, San José de Maipo y Pirque (artículo 2°).

	3° Crear un juzgado de letras de menores en Puente Alto, con jurisdicción sobre las mismas comunas indicadas en el número anterior. (artículo 3°).

	4° Crear un Quinto juzgado de letras en lo civil con asiento en la comuna de Rancagua y jurisdicción sobre las comunas de Rancagua, Graneros, Mostazal, Codegua, Machalí, Coltauco, Doñihue, Coínco y Olivar (artículo 4°). 

	5° Crear un Tercer juzgado de letras en lo civil con asiento en la comuna de Temuco y jurisdicción sobre las comunas de Temuco, Vilcún, Melipeuco, Cunco, Freire y Padre Las Casas. (artículo 5°).

	6° Crear un cuarto juzgado de letras en lo civil con asiento en la comuna de Puerto Montt y jurisdicción sobre las comunas de Puerto Montt, Cochamó y Hualaihué. (artículo 6°).

	7° Fijar la planta del personal de los diferentes juzgados que se crean con los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial que a cada cargo corresponda, en concordancia con el decreto ley N° 3.508, de 1979, que la establece, tomando en consideración para tales efectos, la naturaleza del juzgado y su ubicación, esto es, si es de comuna asiento de Corte, de comuna cabecera de provincia o de simple comuna o agrupación de comunas. (artículos 7° y 8°).�

	8° Crear un cargo de receptor laboral en los siguientes juzgados de letras en lo civil, con los grados que corresponden en la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Poder Judicial: Primero y Segundo Juzgados de Puente Alto, Primer Juzgado de Chillán, Primero y Segundo Juzgados de Talcahuano, Segundo y Tercer Juzgados de Temuco, Primer Juzgado de Valdivia y Segundo Juzgado de Puerto Montt. Total: 9 cargos. (artículo 9°).

	9° Crear un cargo de receptor laboral en los siguientes juzgados de letras, con los grados que corresponden en la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Poder Judicial: Primero, Segundo, Tercero y Cuarto Juzgados de Copiapó, y Primero y Segundo Juzgados de Talca.  (artículo 10).

	10. Dividir la competencia de los juzgados de Antofagasta, Puente Alto, Rancagua, Chillán, Valdivia y Puerto Montt, que dejarán de tener competencia común y pasarán a ser juzgados civiles o del crimen, en los términos que en el proyecto se proponen. (artículo 11).

	11. Crear, en la Corte de Apelaciones de San Miguel, tres cargos de Ministros, un cargo de fiscal, uno de relator, uno de oficial del fiscal, uno de oficial tercero y uno de oficial de sala, con los grados que corresponden en la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Poder Judicial.

	12. Modificar el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 18.776, de 18 de enero de 1989, que dispuso la adecuación del Poder Judicial a la regionalización del país, con la sola finalidad de actualizarlos, en consonancia con la creación de nuevos tribunales y cargos en el Poder Judicial y de nuevas comunas en el país, lo que ha obligado a efectuar cambios en los territorios jurisdiccionales de algunos juzgados. (artículos 13, 14 y 15).

	Para tales efectos, se modifica el Código Orgánico de Tribunales en sus artículos 29, 32, 33, 34, 35, 36, 37 y 40 ( indican los juzgados que existen en las diferentes regiones del país y su jurisdicción) y se sustituyen sus  artículos 56 (indica el número de miembros que tiene cada Corte de Apelaciones), 58 (señala el número de fiscales de cada Corte de Apelaciones), 59 (determina el número de relatores por Corte) y 61(establece la división en salas de las Cortes para los efectos de su funcionamiento ordinario), y se proponen diversas enmiendas de los artículos noveno y décimo  de la ley N° 18.776.

	13. Establecer que la instalación de los tribunales que se crean y la presentación de las ternas correspondientes se efectuarán en la medida en que el presupuesto del Poder Judicial contemple el gasto pertinente y la Corporación Administrativa del Poder Judicial ponga a disposición de las respectivas Cortes de Apelaciones los locales destinados al funcionamiento de estos tribunales. (artículo 1° transitorio).

	14. Radicar, en los tribunales actualmente existentes, el conocimiento de las causas en tramitación a la fecha de publicación de esta ley y el de aquellas que se promuevan entre esa fecha y la del funcionamiento efectivo de los nuevos tribunales, con la salvedad de las causas de menores sometidas al conocimiento del Primer Juzgado de Puente Alto, que serán remitidas al Juzgado de Letras de Menores de esa ciudad, que el proyecto crea, una vez instalado. (artículo 2° transitorio).

	15. Mantener la jurisdicción del juzgado de menores de Quillota sobre las comunas de Puchuncaví y Quintero, mientras no entre en funciones el juzgado de letras de Quintero, creado por la ley N° 19.298. (artículo 3° transitorio).

	15. Reconocer, a los jueces letrados de comuna o de agrupación de comunas y a los secretarios de juzgados de letras, el derecho a ser considerados como de la categoría superior para los efectos de los ascensos, siempre que al 30 de mayo de 1995, fecha de derogación del artículo 268 del Código Orgánico de Tribunales — que les reconocía tal beneficio — tenían más de cinco años de permanencia en su categoría, beneficio que también se hace extensivo a los que a esa fecha servían en propiedad tales cargos, una vez que cumplan cinco años. (artículo 4° transitorio).

	16. Mantener los grados y antigüedades de los funcionarios que, en virtud de esta ley,  pasen a desempeñarse en tribunales de otra denominación o competencia, los que no requerirán de nuevos nombramientos. (artículo 5° transitorio).

	17. Imputar el mayor gasto que irrogue el proyecto a los recursos asignados al Poder Judicial en el Presupuesto de la Nación. (artículo 6° transitorio). 

IV. Discusión y votación en general del proyecto. 

	Durante la discusión en general, vuestra Comisión estimó pertinente conocer las razones por las cuales se crean los juzgados que indica el proyecto, se divide la competencia entre determinados tribunales y se modifica la composición de la Corte de Apelaciones de San Miguel. 

	La señora Jefa de la División Judicial del Ministerio de Justicia informó que la creación de nuevos juzgados tiene por finalidad bajar sensiblemente los índices de causas por tribunal.

	En el caso de Antofagasta, los cuatro juzgados existentes tienen un promedio de causas de 10.261 cada uno.

	Con la creación de dos, será posible que los tres civiles queden con una carga de 5700 causas, y los tres nuevos del crimen con un promedio de 4.352, debiendo añadirse en uno y otro caso los exhortos, que pueden ser civiles o criminales.

	En Puente Alto, los tres juzgados actuales atienden, en promedio, 6800 causas civiles, criminales y de menores. 

	Con el proyecto, los dos juzgados que pasan a ser del crimen quedan con un promedio de 5313 causas cada uno; los dos civiles, con un promedio de 3580 causas.

	El nuevo juzgado de menores que se crea recibirá del orden de las 1630 causas.

	En Rancagua, los cuatro juzgados existentes tienen un promedio de 7000 causas.

	Al crearse uno más, los dos civiles quedan con una carga promedio de 5700 causas y los del crimen con un promedio de 4352, sin perjuicio de los exhortos que deban tramitar.

	En Temuco, los dos juzgados civiles tienen un promedio de 7500 causas y los dos del crimen, de 6900.

	Al crearse un tercer juzgado civil, el promedio baja a 5000 causas.

	En Puerto Montt, cada uno de los tres juzgados de letras tiene un promedio anual de 7500 causas.

	Al crearse uno nuevo y dividirse la competencia entre los tribunales existentes, los dos civiles quedan con un promedio de 4030 causas, incluidas las laborales. Los del crimen quedan con un promedio de 3600 causas.

	Sobre la creación de una Quinta Sala en la Corte de Apelaciones de San Miguel, señaló la señora Gazmuri que ello era necesario, por cuanto cada una de las cuatro Salas existentes atiende un promedio de 10.000 causas anuales, en circunstancias que los estudios existentes señalan que una Sala de Corte puede atender eficientemente sólo 5000 causas.�

	La situación actual de esta Corte la obliga a recurrir periódicamente a la formación de salas extraordinarias, conformadas por una mayoría de abogados integrantes, lo cual desde ningún punto de vista parece apropiado.

	Sobre la especialización de la competencia de ciertos tribunales, indicó que se ha propuesto para aquellas ciudades en las que resulta posible hacerlo sin producir una notoria desigualdad en la carga de trabajo que correspondería a tribunales civiles y del crimen. 

	Así se ha hecho con los tribunales de las ciudades de Antofagasta, Puente Alto, Rancagua, Chillán, Valdivia y Puerto Montt. �

	Sobre la creación de plazas de receptores laborales en diversos juzgados de letras en lo civil, se le consultó por qué razón no se iba derechamente a la creación de nuevos juzgados laborales.

	Explicó la señora Gazmuri que no se ha pensado en crear nuevos tribunales del trabajo por cuanto los actuales prácticamente se dedican a cobranzas de imposiciones judiciales, cometido que podría lograrse mejor por la vía civil.

	La creación de estos cargos permitirá agilizar las causas laborales de que conocen algunos juzgados de letras en lo civil, una de cuyas principales trabas es la dificultad de los trabajadores para notificar oportunamente la demanda.

	Sobre el cambio de los territorios jurisdiccionales de algunos tribunales, explicó que con ello se pretende regularizar la situación de aquellos tribunales que han visto alterados sus territorios con la creación de siete nuevas comunas (Padre Hurtado, Padre Las Casas, Concón, Chillán Viejo, San Rafael, San Pedro de la Paz, Chiguayante).

	Sobre los derechos que se confieren a los jueces letrados de comunas o agrupación de comunas y a los secretarios de juzgados de letras, recordó que una disposición similar se había contemplado en el proyecto de ley que reajustó e incrementó las remuneraciones del Poder Judicial (BOL. 2006-07), la que fue rechazada por el Senado.

	El Diputado señor ELGUETA señaló que era necesario que la Corte de Apelaciones de Puerto Montt tuviera  una nueva sala o, subsidiariamente, que se le agregara un quinto ministro.  Esto se fundamenta en el hecho de que el referido tribunal colegiado no ha podido funcionar normalmente debido a la extensa e irregular geografía del territorio jurisdiccional que debe atender, lo que significa que, si un ministro se constituye como ministro en visita en un lugar distinto de la ciudad que sirve de asiento al tribunal, su ausencia tendrá el carácter de prolongada.  Se suman a este hecho las licencias médicas de que gozan los magistrados y la recusación de los abogados integrantes sin expresión de causa, lo que retarda el fallo de las causas.

	Aclaró que la Corte de Apelaciones de Puerto Montt tiene una composición par de ministros, ya que la integran cuatro magistrados, y que  la de Valdivia tiene siete ministros.  Se debe tener presente que, estadísticamente, el número de causas es similar y que la Corte de Puerto Montt atiende las provincias de Llanquihue, Chiloé y Palena y la Corte de Valdivia sólo las provincias de Valdivia y Osorno.

	Solicitó formalmente que el Ejecutivo formule una indicación para crear la segunda sala en la Corte de Apelaciones de Puerto Montt o, subsidiariamente, la agregación de un ministro.

	Por último, dejó constancia de que es partidario de restablecer las Cortes Laborales, de manera que en las ciudades más importantes, con mayor número de causas y de trabajadores, se cuente con Cortes especializadas.

	La ex Diputada señora WÖRNER preguntó a los representantes del Ministerio de Justicia cuál era la razón por la que el proyecto de ley no acoge la petición presentada desde hace bastante tiempo por el foro de Concepción en el sentido de que se cree la quinta Sala de la Corte de Apelaciones.  Desde hace tres años, este tribunal colegiado está funcionando de manera extraordinaria con su quinta sala de manera ininterrumpida, por estimarse indispensable para intentar mantener al día el trabajo de la Corte.

	Sobre la creación de la Quinta Sala en la Corte de Apelaciones de Concepción, la respuesta de la señora Gazmuri fue que el proyecto se restringió a lo más urgente,  por razones presupuestarias.  La idea es que no se creen tribunales que posteriormente no se instalen.  

	La intención es presentar el próximo año un nuevo proyecto que considere la creación de nuevos tribunales.

	También consultó la señora WÖRNER por qué no se ha acogido la petición de que se creen, a lo menos, un juzgado de menores en la ciudad de Concepción y otro en la ciudad de Talcahuano.  Concepción tiene más de quinientos mil habitantes y cuenta con sólo dos juzgados de menores, lo que significa que hasta para una medida de protección los comparendos son fijados en un plazo mayor de noventa días.  Talcahuano cuenta con un juzgado de menores para una población superior a cuatrocientos mil habitantes. 

	La respuesta fue que la situación se solucionará con la creación de los tribunales de familia, lo que permitirá un considerable número mayor de jueces, ya que cada uno de los tribunales tendrá varios jueces.  

	El Diputado señor COLOMA indicó que en el distrito que representa existen dos inquietudes serias sobre la materia.  

	En primer lugar, se presenta el problema de la dependencia de los juzgados de letras de las provincias de Melipilla, Talagante y San Antonio de la Corte de Apelaciones de San Miguel.  Esto es cada vez más anacrónico y dificultoso.  Cree que debe darse una solución a este problema. 

	El segundo problema se refiere a lo que ha sucedido con la política anunciada por el Ministerio en relación con que cada comuna, de manera creciente, cuente con un juzgado, a lo menos.  El proyecto de ley en discusión aumenta el número de juzgados en determinados lugares, pero no crea, por ejemplo, un juzgado en la comuna de Curacaví, territorio en el cual es competente el juzgado de Casablanca, ubicado en otra Región y al que se accede por una carretera en la que se debe pagar peaje, lo que influye de manera importante en el presupuesto de las miles de personas que deben ir al juzgado a cobrar pensiones alimenticias.

	La señora GAZMURI señaló que el tribunal de Curacaví no fue considerado en esta ocasión porque el proyecto se limita a resolver las situaciones de mayor gravedad.  

	Respecto de la situación de las Cortes de Apelaciones de la Región Metropolitana, comentó que se está estudiando una nueva división del territorio jurisdiccional y la creación de estos tribunales.

	El Diputado señor CARDEMIL consultó si los receptores laborales tienen competencia específica en lo laboral y si es posible otorgar a los receptores comunes la facultad de notificar las resoluciones dictadas en causas laborales.

	Después de contestar afirmativamente la consulta, la señora Gazmuri agregó que los receptores son auxiliares de la administración de justicia cuyos servicios son pagados conforme al arancel establecido.  Como los trabajadores normalmente no están en condiciones de pagar estos aranceles, se crearon los receptores laborales que sirven en los juzgados del trabajo y que son remunerados mensualmente.  El defecto del sistema es que en el Código del Trabajo se permite a los receptores laborales cobrar, además de su sueldo, honorarios.

	Hay que recordar que la actividad de los receptores laborales  no se limita a las notificaciones, sino que también deben embargar, incautar bienes, retirarlos, pedir el auxilio de la fuerza pública, etc.

	Las observaciones planteadas no fueron obstáculo para que  vuestra Comisión concordara en la creación de nuevos tribunales en las comunas que se proponen, pues la mayoría de ellas ocupa un lugar destacado en el listado nacional de población jurisdiccional por juzgado, que en orden descendente, esto es, de mayor a menor, figura en el estudio realizado por la Universidad Católica de Valparaíso antes citado. (Tabla 23). 

	Vuestra Comisión tuvo presente, a la vez, que la creación de estos juzgados está considerada en los estudios de los requerimientos de tribunales en las diferentes regiones del país para el período 1997-2000, con la salvedad del cuarto juzgado de letras en lo civil con asiento en la comuna de Puente Alto y jurisdicción sobre las comunas de la provincia Cordillera (Puente Alto, San José de Maipo y Pirque). 

	En las proposiciones técnicas de dichos estudios, se considera crear:

	— El segundo juzgado civil de Arica, con competencia civil y laboral. 

	— Dos juzgados civiles en Antofagasta (art. 1° del proyecto). 

	— Un juzgado de menores en Coquimbo y juzgados de letras en Monte Patria y en Salamanca.

	— El segundo juzgado de letras de Villa Alemana y el segundo juzgado de letras de La Calera.

	— Un juzgado de menores en Puente Alto (art. 3° del proyecto).

	— Un segundo juzgado civil en Rancagua (artículo 4° del proyecto) y juzgados de letras en Graneros, Machalí, Chimbarongo y Nancagua.

	— Juzgados de letras en Talca, Constitución, Curicó, Parral y San Clemente.

	— Un tercer juzgado civil en Temuco (art. 5° del proyecto) y juzgados de letras en Cunco, Purén y Toltén.

	— Un quinto juzgado de letras en Osorno, que pasaría a ser el segundo juzgado civil de esa ciudad.

	— El segundo juzgado civil de Puerto Montt, con competencia civil y laboral. (art. 6° del proyecto).

	— Un juzgado de letras en Puerto Cisnes.

	Vuestra Comisión también estuvo conteste en que la creación de nuevos juzgados facilita  el acceso de la población a la administración de justicia y permite seguir avanzando en la obtención de la meta fijada en el artículo 27 del Código Orgánico de Tribunales, de que exista uno de ellos en cada comuna del país, a lo menos. 

	Además de los factores anteriores, vuestra Comisión tuvo en cuenta el ingreso de causas de los tribunales existentes en las diferentes comunas del país, según antecedentes proporcionados por el Ministerio de Justicia.

	Vuestra Comisión también estuvo de acuerdo en  la creación de cargos de personal superior en la Corte de Apelaciones de San Miguel, pues con ello se permitirá que dicha Corte pueda dividirse en cinco salas para su funcionamiento ordinario, como se establece en el nuevo artículo 61 del Código Orgánico de Tribunales. La creación de cargos de personal de empleados u oficiales de secretaría, además, ayudará al funcionamiento más expedito de esa Corte.

	Por último, vuestra Comisión estimó que los objetivos que el proyecto persigue sólo pueden lograrse en virtud de una ley, de carácter orgánico constitucional, por referirse a una materia que dice relación con la organización y atribuciones de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio nacional, como lo señala el artículo 74 de la Carta Fundamental.

	Por todas las consideraciones anteriores, vuestra Comisión prestó aprobación en general al proyecto, por la unanimidad de los señores Diputados presentes, señores Cornejo, Cardemil, Coloma, Elgueta, Luksic, y de los ex Diputados señor Gajardo y señora Wörner.

V. Discusión y aprobación en particular del proyecto.

	Para el análisis particular del articulado del proyecto, vuestra Comisión acordó tener a la vista las disposiciones legales que se verán afectadas por él, como son el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 18.776, que adecua el Poder Judicial a la regionalización del país y fija los territorios jurisdiccionales de los tribunales,  como, asimismo, el decreto ley N° 3.058, de 1979, que establece el régimen remuneratorio del personal del Poder Judicial, con el objeto de apreciar si había correspondencia y armonía entre las enmiendas que se vienen proponiendo y los referidos cuerpos legales.

	A juicio de vuestra Comisión, dicha correspondencia y armonía existe.

	En el caso específico de los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Poder Judicial que se asignan a los cargos de Oficial del Fiscal, Oficial Tercero y Oficial de Sala, por el artículo 12 del proyecto, se tuvo en consideración que el N° 2 del artículo 1° de la ley N° 19.190, de 31 de diciembre de 1992, sustituyó, en el artículo 5° del decreto ley N° 3.058, de 1979, los grados asignados a los cargos del Escalafón del Personal de Empleados. 

	Los grados que el proyecto  asigna a los cargos antes mencionados coinciden con los nuevos grados que aprobara la ley N° 19.190.

	Sin perjuicio del estudio efectuado, vuestra Comisión acordó invitar al señor Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y al Director del proyecto relativo a los estudios de los requerimientos de tribunales en las diversas regiones del país, con el fin de conocer mayores antecedentes sobre el proyecto en informe.

	El señor MANRÍQUEZ manifestó que el proyecto de ley es apoyado y respaldado, decididamente, por la Corporación Administrativa del Poder Judicial.  Existe coincidencia respecto de la selección de los tribunales que deben ser creados.  

	Agregó que en los presupuestos de los años 1997 y 1998 se calculó la creación de veintiséis tribunales que tienen un orden de prioridad determinado por indicadores de orden técnico, relacionados con la amplitud del territorio jurisdiccional, el número de causas ingresadas, el número de funcionarios, las características sociales y económicas de la Región o localidad en que se instalará el tribunal.  Así se determina donde se debe localizar un tribunal o qué tribunal se debe especializar.

	Entregó, en apoyo de su exposición, un listado con los tribunales a crear en el territorio nacional, según la proposición de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y la del Ministerio de Justicia, además de un informe técnico financiero con el gasto que irrogaría el proyecto en concepto de esa Corporación.

	El señor VRSALOVIC expuso sobre los parámetros que se consideran para determinar qué tribunales deben ser creados.

	Dio a conocer que en virtud de un convenio celebrado entre la Corporación Administrativa del Poder Judicial y la Universidad Católica de Valparaíso en el año 1991, esta última ha desarrollado un modelo de localización de tribunales para el país.

	La idea fue establecer un mecanismo, que cumpliendo con criterios orientadores determine, en forma óptima, el lugar geográfico donde debe estar localizado un tribunal, el número de tribunales localizados en cada lugar, el tipo de causas que debe atender, el territorio jurisdiccional de su competencia.  Así el Poder Judicial podrá cumplir de mejor forma su función de administrar justicia.

	El mecanismo en sí es un modelo matemático y los criterios orientadores influyen en la formulación del modelo.

	Existe un criterio de equidad que significa que todos los habitantes del país deben tener similar posibilidad de acceso a los tribunales de justicia.  El concepto de acceso corresponde a acceso físico, esto es, igual distancia al tribunal más próximo.

	El segundo criterio orientador consiste en que los tribunales de justicia deben tener una carga de trabajo proporcional a su capacidad, la que debe ser homogénea entre ellos, al objeto de no producir desequilibrios.

	El tercer criterio se relaciona con la escasez de recursos y con la necesidad de minimizar el número total de tribunales a localizar.

	Estos criterios tienen una expresión matemática específica.

	Junto a los criterios orientadores o generales se ubican los criterios operacionales.  

	El primer criterio operacional es que el territorio jurisdiccional mínimo es la comuna, no se aceptan divisiones de comunas.

	El segundo criterio es que el tribunal es competente en una o varias comunas de una región con continuidad territorial.  

	El tercer criterio es que el modelo tiende a seleccionar juzgados especializados más que juzgados de competencia común. 

	El cuarto criterio es el económico, que se expresa mediante el porcentaje de utilización de la capacidad de atención de los tribunales. 

	El quinto criterio se relaciona con la distancia máxima de asignación, que depende de las características de cada región, y que consiste en las distancias normales para acceder a los servicios públicos.

	Se ha identificado el concepto de unidad poblacional base, que consiste en el número de habitantes que un juzgado puede atender eficientemente, esto es, el número máximo de habitantes que puede ser asignado a un tribunal.  

	No se trata de un problema teórico, ya que no es posible determinar cuanta es la población que puede atender razonablemente bien un juzgado, por lo que es un valor determinado empíricamente y se modifica con el transcurrir del tiempo, consistente en el cuociente entre la tasa de servicio y la tasa de demanda. La tasa de servicio es igual a las causas egresadas a cada tribunal y la tasa de demanda es igual a las causas ingresadas por habitante.  Divididas las dos fracciones señaladas se obtiene la unidad poblacional base que es el valor utilizado para el cálculo del modelo.

	Todos los criterios operacionales e indicadores se introducen en un modelo matemático que otorga una respuesta óptima.

	Existen variables no consideradas por el modelo, tales como la situación actual de los territorios jurisdiccionales, las condiciones geográficas especiales, las conexiones intercomunales, las costumbres y globalidad en las relaciones intercomunales y la visión de desarrollo regional. 

	El modelo, que es óptimo desde un punto de vista matemático, debe ajustarse con este tipo de variables que no considera.  Esto hace necesario considerar la opinión de las Cortes de Apelaciones y de las personas directamente involucradas, al objeto de realizar los ajustes que correspondan.

	Dio a conocer diversos antecedentes estadísticos sobre la creación de juzgados, entre los cuales cabe mencionar los siguientes:

	— El número de juzgados por 1.000.000 de habitantes se ha mantenido estable entre los años 1985 y 1997 en 25 juzgados.

	— El ingreso de causas en primera instancia por 1.000.000 de habitantes ha subido de 60.000 en 1987 a 100.000 en 1996.

	— El año 1996, cien habitantes del país generaron diez causas; en el año 1990 los mismos cien habitantes generaron siete causas; en el año 1987 generaron seis causas.  La conclusión es que las causas por habitante tienen una tasa creciente, esto es, que la gente tiene mayor acceso al sistema.

	— El ingreso y egreso de causas en primera instancia por juzgado ha subido de 2400 en 1985 a 4.200 en 1997, produciéndose un desfase importante — de carácter acumulativo — entre el ingreso y el egreso de causas Por ejemplo, en 1997 hubo un ingreso de 4.200 causas y un egreso de 3.600.

	— El promedio nacional de causas por juzgado se estima en 4.000; cualquier cifra superior a ésa se considera un exceso de carga de trabajo.  

	— La creación de nuevos juzgados ha tomado en cuenta el aumento vegetativo de la población; no el aumento de causas.

	El señor PÉREZ, don Aníbal, planteó a los representantes del Ejecutivo los problemas que se presentan con las normas de subrogación entre las diversas Cortes de Apelaciones del país, concretamente la de Puerto Montt, que se subroga recíprocamente con la de Punta Arenas, debiendo hacerlo con la de Valdivia, para evitar demoras en la administración de justicia y disminuir los ingentes gastos en que deben incurrir los litigantes.�

	El señor COLOMA insistió en la necesidad de crear un juzgado de letras en Curacaví, para evitar, entre otros problemas, el que genera el pago de peaje para trasladarse a la ciudad de Casablanca de la V Región, cuyo juzgado de letras tiene jurisdicción, entre otras, sobre la comuna de Curacaví de la Región Metropolitana. Asimismo, expresó ser partidario que se considere como criterio para la creación de tribunales el asunto regional, el que no es considerado dentro de la fórmula que se aplica actualmente, produciéndose distorsiones en el ámbito de la justicia, la educación, la salud, etcétera. Los casos que él conoce personalmente son los de Curacaví y Navidad.

	El señor KRAUSS se refirió a la presentación de la Asociación Nacional de Magistrados, que aboga por establecer, para los relatores,  una solución similar a la que el proyecto establece en el artículo 4° transitorio en favor de los jueces de letras de comunas o agrupación de comunas y de los secretarios de juzgados de letras, lo que les permitiría acceder al cargo de juez de letras de asiento de Corte.  

	La Comisión, haciéndose eco de los problemas planteados, acordó ponerlos en conocimiento del Ejecutivo para que, si lo estima pertinente,  proponga las soluciones que ellos ameritan.

-------- 

	En lo que dice relación con el articulado del proyecto, vuestra Comisión, por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Cornejo, Cardemil, Krauss, Pérez, don Aníbal; Soto, doña Laura, y Walker, don Ignacio, acordó prestar aprobación en particular al proyecto, en los términos propuestos, facultando a la Secretaría para introducir los cambios formales de referencia, ortografía, redacción y puntuación que fueren pertinentes. 

-------- 

	Sin perjuicio del acuerdo anterior, se ha estimado pertinente consignar en el informe una relación del proyecto, siguiendo el orden del articulado, para una mejor comprensión de las diversas disposiciones que se proponen;  además, hacer referencia a los efectos que habrá de producir la aprobación de cada artículo y establecer las correlaciones y concordancias que sean del caso. 

Artículo 1°.

	Crea un quinto y un sexto juzgados de letras en la ciudad de Antofagasta, con jurisdicción sobre las comunas de Antofagasta, Mejillones y Sierra Gorda.

	En la actualidad, con arreglo a lo preceptuado en el artículo 29 del Código Orgánico de Tribunales, existen cuatro juzgados de letras en la ciudad de Antofagasta, con jurisdicción sobre las mismas comunas ya indicadas.

	Con arreglo a las letras a) y b) del artículo 11 del proyecto, la competencia entre los seis juzgados de Antofagasta se dividirá, quedando el primero, segundo y tercero como juzgados del crimen, y los restantes, como juzgados civiles.

	Como consecuencia de lo dispuesto en ambos preceptos legales, el artículo 13 del proyecto, en su letra a), sustituye el artículo 29 del Código Orgánico de Tribunales, que se refiere a los tribunales que existirán en la Segunda Región de Antofagasta, para distinguir entre los juzgados civiles, los juzgados del crimen y los juzgados con competencia común.

Artículo 2°.

	Crea un cuarto juzgado de letras en lo civil con asiento en la comuna de Puente Alto y jurisdicción sobre las comunas de la provincia de Cordillera, esto es, Puente Alto, San José de Maipo y Pirque. 

	En la actualidad, con arreglo a lo preceptuado en el artículo 40 del Código Orgánico de Tribunales, existen tres juzgados de letras con competencia común en la ciudad de Puente Alto, con jurisdicción sobre las comunas de la provincia Cordillera.

	Con arreglo a las letras c) y d) del artículo 11 del proyecto, la competencia entre los cuatro juzgados de Puente Alto se dividirá, quedando el primero y segundo como juzgados del crimen, y los restantes, como juzgados civiles.

Artículo 3°.

	Crea un juzgado de letras de menores con asiento en la comuna de Puente Alto y jurisdicción sobre las comunas de la provincia de Cordillera.

	Como consecuencia de lo anterior, por el N° 2 del artículo 15 se modifica la letra F del artículo décimo de la ley N° 18.776, con el objeto de incluir al juzgado de letras de menores de Puente Alto entre los demás juzgados de esta categoría existentes en la Región Metropolitana de Santiago.

Artículo 4°.

	Crea un quinto juzgado de letras en lo civil con asiento en la comuna de Rancagua y jurisdicción sobre las comunas de Rancagua, Graneros, Mostazal, Codegua, Machalí, Coltauco, Doñihue, Coínco y Olivar.

	En la actualidad, con arreglo a lo preceptuado en el artículo 33 del Código Orgánico de Tribunales, existen cuatro juzgados de letras en la ciudad de Rancagua, con jurisdicción sobre las mismas comunas ya indicadas.

	Con arreglo a las letras e) y f) del artículo 11 del proyecto, la competencia entre los cuatro juzgados de Rancagua se dividirá, quedando el primero, segundo y tercero como juzgados del crimen, y los restantes, como juzgados civiles.

Artículo 5°.

	Crea un tercer juzgado de letras en lo civil con asiento en la comuna de Temuco y con jurisdicción sobre las comunas de Temuco, Vilcún, Melipeuco, Cunco, Freire y Padre Las Casas.

	En la actualidad, con arreglo a lo preceptuado en el artículo 36 del Código Orgánico de Tribunales, existen dos juzgados de letras en lo civil en la ciudad de Temuco, con jurisdicción sobre las comunas ya indicadas, con la salvedad de Padre Las Casas, que ahora se agrega.

	La letra i) del artículo 13, que modifica el artículo 36 del Código Orgánico de Tribunales, introduce las enmiendas necesarias en ese artículo para adecuarlo, en consonancia con la creación del nuevo juzgado y la ampliación de la competencia de los existentes, tanto civiles como criminales, a la nueva comuna Padre Las Casas. 

Artículo 6°.

	Crea un cuarto juzgado de letras en lo civil con asiento en la comuna de Puerto Montt y jurisdicción sobre las comunas de Puerto Montt, Cochamó y Hualaihué.

	En la actualidad, con arreglo a lo preceptuado en el artículo 37 del Código Orgánico de Tribunales, existen tres juzgados de letras en la ciudad de Puerto Montt, con jurisdicción sobre las mismas comunas ya indicadas.

	Con arreglo a las letras k) y l) del artículo 11 del proyecto, la competencia entre los cuatro juzgados de Puerto Montt se dividirá, quedando el primero y el segundo como juzgados del crimen, y los restantes, como juzgados civiles.

Artículos 7° y 8°.

Fijan la planta de los tribunales que se crean por los artículos anteriores.

Artículo 9°.

Crea cargos de Receptor Laboral en los siguientes juzgados de letras en lo civil:

	— Primero y Segundo Juzgados de Letras en lo Civil de Puente Alto.

	— Primer Juzgado de Letras en lo Civil de Chillán.

	— Primer oy Segundo Juzgados de Letras en lo Civil de Talcahuano.

	— Segundo y Tercer Juzgados de Letras en lo Civil de Temuco.

	— Primer Juzgado de Letras en lo Civil de Valdivia.

	— Segundo Juzgado de Letras en lo Civil de Puerto Montt.  

Artículo 10.

	Crea cargos de Receptores Laborales en los Juzgados de Letras de Copiapó y de Talca.

	Con arreglo a los artículos 30 y 34 del Código Orgánico de Tribunales, existen cuatro juzgados de letras en las ciudades indicadas. 

Artículo 11.

Divide la competencia de los juzgados de letras de Antofagasta, Puente Alto, Rancagua, Temuco y Puerto Montt, en la forma que se indica, como consecuencia de la creación de nuevos juzgados en esas ciudades.

Asimismo, divide la competencia de los juzgados de letras de Chillán y de Valdivia.

Artículo 12.

Crea en la Corte de Apelaciones de San Miguel los cargos que posibiliten el funcionamiento ordinario de esa Corte en cinco salas: tres cargos de ministros; un cargo de fiscal; un cargo de relator; un cargo de oficial del fiscal; un cargo de oficial tercero y un cargo de oficial de sala. 

Artículo 13.

Las enmiendas que este artículo contiene, todas hechas al Código Orgánico de Tribunales, tienen por finalidad adecuar sus normas  a las proposiciones de los artículos anteriores; regularizar la situación de aquellos tribunales que han visto alterados sus territorios jurisdiccionales con la creación de siete nuevas comunas en el país; trasladar la comuna de San Rosendo desde la jurisdicción del juzgado de letras de Yumbel a la del juzgado de letras de Laja, y otorgar competencia en materia de menores a los juzgados de letras de Santa Bárbara y de Laja, restándosela al juzgado de letras de Los Ángeles.

Artículo 14.

	Modifica el artículo 9° (debe ser noveno, con letras), de la ley N° 18.776, que fija los territorios jurisdiccionales de los juzgados del trabajo.

	La enmienda tiene por objeto corregir el párrafo primero del N° 8°, que se refiere a los “tres” juzgados de letras del trabajo de San Miguel, en circunstancias que hoy en día sólo existen dos, según se desprende de la lectura del artículo 416 del Código del Trabajo.

	Ello, en atención a que la ley N° 19.084 trasladó el tercer juzgado del trabajo de San Miguel, creado por la ley N° 18.752 y no instalado, a Santiago, pasando a denominarse noveno juzgado de letras del trabajo de Santiago.

	Por la misma razón indicada, se propone sustituir el párrafo segundo del mismo N° 8, para hacer referencia a los nueve ( y no ocho, como dice la disposición) juzgados de letras del trabajo que hay en Santiago, que hoy en día tienen jurisdicción sobre las provincias de Chacabuco y Santiago, con excepción de las comunas de San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo.

	En la disposición propuesta, estos tribunales dejarán de ejercer jurisdicción sobre la provincia de Chacabuco, integrada por las siguientes comunas: Colina, Lampa y Til-Til.

Artículo 15.

	Modifica el artículo 10 (debe ser décimo) de la ley N° 18.776, que fija los territorios jurisdiccionales de los juzgados de letras de menores, concretamente sus letras E y F, relativas a los juzgados de la V Región y de la Región Metropolitana de Santiago, respectivamente.

	La primera se sustituye para reordenar su texto, incorporar a la comuna de Concón a los juzgados de menores de Viña del Mar, y restar al de Quillota las comunas de Quintero y Puchuncaví, ya que estas últimas corresponden al juzgado de letras de Quintero, creado por la ley N° 19.298, aún no instalado.

	Por tal razón, el artículo 3° transitorio dispone que el juzgado de menores de Quillota mantendrá jurisdicción sobre Quintero y Puchuncaví hasta que entre en funciones el juzgado de letras de Quintero.

	La segunda se modifica para fijar el territorio jurisdiccional del juzgado de letras de menores de Puente Alto, que el proyecto crea. 

Artículos transitorios.

Artículo 1° 

	Regula la instalación de los nuevos tribunales que se crean y contiene normas sobre la presentación de las ternas para el nombramiento de  su personal.

	Ambas materias se abordarán en la medida en que el presupuesto del Poder Judicial contemple el gasto pertinente y la Corporación Administrativa del Poder Judicial ponga a disposición de las respectivas Cortes de Apelaciones los locales destinados al funcionamiento de estos tribunales.

Artículo 2°.

	Dispone que las causas en tramitación a la fecha de publicación de esta ley, así como las que se promuevan entre esa fecha y la del funcionamiento efectivo de los nuevos tribunales, continuarán radicadas en los tribunales actualmente existentes, por aplicación de la regla de la fijeza establecida en el artículo 109 del Código Orgánico de Tribunales, que establece que,  radicado con arreglo a la ley el conocimiento de un asunto ante tribunal competente, no se alterará esta competencia por causa sobreviniente.

	Vuestra Comisión compartió, en general, la filosofía que inspira esta disposición. 

	Sin embargo, en el caso particular de la comuna de Puente Alto, en donde se crea un juzgado de letras de menores, le pareció razonable la regla de excepción, que dispone que el primer juzgado de letras de Puente Alto debe remitir al de menores, una vez instalado, todas las causas de menores de que esté conociendo.

	De esta forma se cumple con el principio de la especialización de los tribunales de justicia, que redunda en una mayor eficiencia como producto del mejor conocimiento y experiencia que se obtiene de la delimitación de su  ámbito de acción o competencia. 

Artículo 3°. 

	Dispone que el juzgado de letras de menores de Quillota mantendrá su jurisdicción sobre las comunas de Quintero y de Puchuncaví hasta que entre en funciones el juzgado de letras de Quintero, que tiene competencia sobre esas comunas.

	Este artículo guarda relación con el artículo 15 del proyecto, que modifica los territorios jurisdiccionales de algunos juzgados, entre ellos el de Quillota, para restarle competencia sobre las comunas de Quintero y Puchuncaví.

Artículo 4°.

El artículo 4º transitorio reconoce a los jueces letrados de comuna o de agrupación de comunas y a los secretarios de juzgados de letras que indica el derecho a ser considerados como de la categoría superior, para efectos de los ascensos, sólo si al 30 de mayo de 1995, fecha de derogación del artículo 268 del Código Orgánico de Tribunales, tenían más de cinco años de permanencia en su categoría, y a los que, a esa fecha, servían en propiedad tales cargos, una vez que cumplan cinco años.

Este mismo artículo figuraba en el proyecto de ley que reajustaba e incrementaba las remuneraciones del Poder Judicial (BOL. 2006-07, que diera origen a la ley N° 19.531),y fue rechazado en el Senado.

	En el informe evacuado en aquella oportunidad (pág. 21), que se tuvo a la vista, se dice lo siguiente:

	“En el mensaje con que se iniciara ese proyecto se expresa  que si bien la intención del legislador al derogar el artículo 268 del Código Orgánico de Tribunales resulta atendible ¾ privilegiar el mérito en los ascensos ¾, también conviene analizar el estancamiento de la carrera judicial que ello implica. 

	En efecto, en la actualidad en el país existen ciento cincuenta y cuatro cargos de la tercera categoría; ochenta y cuatro cargos de la cuarta categoría; doscientos setenta y cuatro cargos de la quinta categoría; sesenta y siete cargos de la sexta categoría y setenta y tres cargos de la séptima categoría.

	Lo anterior demuestra que la cantidad de cargos de la categoría quinta casi cuadruplica a los de la categoría cuarta, lo que podría significar, con la norma actual, un estancamiento de la carrera en ese nivel, situación que no se produciría en las restantes categorías.

	Aun cuando el estancamiento de la carrera sólo se produce en el ámbito de la categoría quinta, al objeto de no discriminar, se propone una solución que comprende también a los integrantes de la sexta y séptima categorías.

	Por otra parte, es preciso señalar que la derogación del artículo 268 afectó a un numeroso grupo de funcionarios que habían incorporado a sus expectativas el "ascenso ficto" que contemplaba esa disposición.

	También resulta relevante en la materia el hecho de que la ley N° 19.390  dejó vigente el artículo 293 del Código Orgánico de Tribunales, el cual contiene una disposición similar a la derogada, pero referida al escalafón de empleados.

	La disposición derogada permitía que las personas con más de cinco años en la V categoría, que es a la que pertenecen los secretarios de juzgado de asiento de Corte de Apelaciones y los jueces de comuna o agrupaciones de comuna, pudieran  ser incluidas en las ternas para proveer los cargos de la III categoría, que corresponde a juzgado de asiento de Corte de Apelaciones.  La derogación produjo, como efecto, que los secretarios ubicados en la V categoría sólo pueden ser incluidos en las ternas para proveer cargos de la IV categoría, que corresponde a los juzgados de provincia.

	En apoyo de la disposición, se hizo presente que los secretarios de juzgados de asiento de Corte de Apelaciones, que tienen cinco años en la categoría, iniciaron su carrera judicial de manera distinta de como la inician actualmente los secretarios.  El ingreso a la categoría de secretario de juzgado de asiento de Corte de Apelaciones fue la culminación de una carrera que consideró el paso por la secretaría de tribunales de comuna, por el ejercicio del cargo de juez de agrupación de comunas y, posteriormente, se accedió al cargo de secretario de juzgado de asiento de Corte de Apelaciones.  Ahora, se está planteando una carrera distinta.

	A mayor abundamiento, hay que considerar que la V categoría cuadriplica a la IV categoría, lo que genera un “cuello de botella” que se produce principalmente en la ciudad de Santiago, donde existe un solo juzgado de capital de provincia.  Esto significa que los actuales secretarios de asiento de Corte de Apelaciones, si quieren ascender, sólo pueden postular a juzgados de capital de provincia de otras jurisdicciones, lo que produce un perjuicio, ya que las otras Cortes de Apelaciones priorizan a quienes conocen, esto es, a quienes trabajan en los juzgados más cercanos territorialmente.

	Se hizo hincapié en que el secretario de juzgado actualmente no sólo desempeña funciones administrativas en el tribunal, sino también, adicionalmente, realiza una labor jurisdiccional conjunta con el juez. Sólo esta forma de trabajo permite que el tribunal tenga sus tareas cumplidas dentro de plazos adecuados.  Las subrogaciones, suplencias y el ejercicio interino del cargo de juez constituyen ejemplos de lo dicho.

	Se señaló, a mayor abundamiento, que la ley promulgada el 30 de mayo de 1995 derogó un derecho. La carrera judicial se inicia y se permanece en ella teniendo a la vista la posibilidad de ascenso. La posibilidad del ascenso estaba incorporada al patrimonio de los secretarios ubicados en la V categoría, ya que podían ser incluidos en la terna para proveer un cargo de la III categoría, correspondiente a juez de asiento de Corte de Apelaciones, secretario de Corte de Apelaciones y relator de Corte de Apelaciones.  Desde la dictación de la referida ley, los secretarios de juzgado de asiento de Corte de Apelaciones no pueden acceder a las ternas ni a los nombramientos.

	Ante algunas dudas planteadas, se aclaró que la norma derogada por la ley Nº 19.390 afectó a todos los secretarios, esto es, a los ubicados en la V, VI y VII categorías, que corresponden a los secretarios de tribunal de asiento de Corte de Apelaciones, de juzgado de capital de provincia y de juzgado de comuna, respectivamente.  Todos podían optar a cargos ubicados dos categorías más adelante de la que integraban.

	Se observó que la disposición beneficiaba a los funcionarios que al 30 de mayo de 1995 contaban con más de cinco años de permanencia en su respectiva categoría, pero no a quienes los desempeñaban a esa fecha pero no cumplían aún cinco años en ella, vacío que fue subsanado en virtud de una indicación del Ejecutivo, que les confiere el mismo derecho, una vez que cumplan cinco años en el cargo.”

	Las razones tenidas en consideración en la oportunidad anterior para aprobar la disposición mantienen su plena vigencia.

Artículo 5°.

Dispone que no requerirán de nuevos nombramientos los funcionarios que en virtud de esta ley pasen a desempeñarse en tribunales de otra denominación o competencia, conservando sus grados y antigüedades.

Artículo 6°.

Dispone que el mayor gasto que signifique la aplicación de esta ley se financiará con los recursos asignados al Poder Judicial en la ley de Presupuestos del Sector Público del año correspondiente.

VI. Constancias reglamentarias.

	Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento, se hace constar lo siguiente:

	1.-  Los artículos 1°; 2°; 3°; 4°; 5°; 6°; 11; 12, letras a), b) y c); 13; 14; 15,  y 1°,  2°, 3° y 4°  transitorios tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.

	Para resolver en tal sentido, vuestra Comisión ha tenido a la vista la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, especialmente la emanada de las sentencias recaídas en los proyectos de ley que dieran origen a las leyes 18.049, 18.176, 18.752, 18.969, 19.084, 19.122, 19.124,  19.139 y 19.531.

	Acorde con esa jurisprudencia, son normas orgánicas constitucionales las que crean juzgados o Cortes y fijan su territorio jurisdiccional; las que crean cargos de ministros, de jueces, de fiscales, de relatores o de secretarios de los referidos tribunales; las que modifican el Código Orgánico de Tribunales para señalar los juzgados de letras que existirán en el país, con su correspondiente territorio jurisdiccional, o para indicar la composición de las Cortes de Apelaciones en lo que respecta al personal superior de las mismas o a su funcionamiento ordinario o extraordinario en salas; las que modifican la ley N° 18.776 para precisar el territorio jurisdiccional de los juzgados de letras; las relativas a la instalación de los tribunales que se crean y la formación de las ternas correspondientes para llenar los cargos de la planta del personal superior;  las que legislan sobre el principio de la fijeza o de la radicación de causas en un juzgado determinado o inciden en la carrera funcionaria de jueces o secretarios.

	En cambio, según la misma jurisprudencia, deben ser consideradas normas de ley común las que crean cargos de empleados o de oficiales de secretaría de los tribunales; las que fijan la planta del personal de los diferentes juzgados y su ubicación en la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial, y las que establecen la imputación del mayor gasto que irrogará la respectiva iniciativa legal. �

	2.- Por su incidencia en materia financiera y presupuestaria del Estado, deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda los artículos 1° al 12 permanentes y 1° y 6° transitorios.

	3. El proyecto fue aprobado, en general, por unanimidad, por lo que no hay opiniones disidentes que consignar.

	4.- No hay artículos ni indicaciones rechazados.

	5.- El proyecto ha sido objeto de diversas enmiendas de carácter formal, que por su naturaleza no se explicitan, las que se recogen en el texto que se somete a la consideración y aprobación de la Corporación.

VII. Texto del proyecto aprobado.

	En mérito de las consideraciones anteriores y por las que os pueda dar a conocer en su oportunidad el señor Diputado Informante, vuestra Comisión os recomienda que prestéis aprobación al siguiente 



P R O Y E C T O  D E  L E Y:

	"Artículo 1º.- Créanse un Quinto y un Sexto Juzgados de Letras con asiento en la comuna de Antofagasta y jurisdicción sobre las comunas de Antofagasta, Mejillones y Sierra Gorda. 

	Artículo 2º.- Créase un Cuarto Juzgado de Letras en lo Civil con asiento en la comuna de Puente Alto y jurisdicción sobre las comunas de la provincia de Cordillera.

	Artículo 3º.- Créase un Juzgado de Letras de Menores con asiento en la comuna de Puente Alto y jurisdicción sobre las comunas de la provincia de Cordillera.

	Artículo 4º.- Créase un Quinto Juzgado de Letras en lo Civil con asiento en la comuna de Rancagua y jurisdicción sobre las comunas de Rancagua, Graneros, Mostazal, Codegua, Machalí, Coltauco, Doñihue, Coínco y Olivar.

	Artículo 5º.-Créase un Tercer Juzgado de Letras en lo Civil con asiento en la comuna de Temuco y jurisdicción sobre las comunas de Temuco, Vilcún, Melipeuco, Cunco, Freire y Padre Las Casas.

	Artículo 6º.-Créase un Cuarto Juzgado de Letras en lo Civil con asiento en la comuna de Puerto Montt y jurisdicción sobre las comunas de Puerto Montt, Cochamó y Hualaihué.

	Artículo 7º.- Los tribunales que se crean en los artículos 1º, 2º, 4º, 5º y 6º tendrán la siguiente planta de personal: un Juez, un Secretario, un Oficial Primero, tres Oficiales Segundos, tres Oficiales Terceros, tres Oficiales Cuartos y dos Oficiales de Sala, con los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial, que a cada cargo corresponden, sin perjuicio de los aumentos de dotación que la ley determine.

	Artículo 8º.- El tribunal que se crea en el artículo 3º tendrá la siguiente planta de personal: un Juez, un Secretario, un Oficial Primero, dos Oficiales Segundos, dos Oficiales Terceros, un Oficial de Sala, cinco Asistentes Sociales y un Receptor, con los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial que a cada cargo corresponden, sin perjuicio de los aumentos de dotación que la ley determine.

	Artículo 9º.- Créanse, en las plantas de personal de cada uno de los Juzgados que a continuación se indican, un cargo de Receptor Laboral, con los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial: Primero y Segundo Juzgados de Letras en lo Civil de Puente Alto; Primer Juzgado de Letras en lo Civil de Chillán; Primero y Segundo Juzgados de Letras en lo Civil de Talcahuano; Segundo y Tercer Juzgados de Letras en lo Civil de Temuco; Primer Juzgado de Letras en lo Civil de Valdivia,  y Segundo Juzgado de Letras en lo Civil de Puerto Montt.

	Artículo 10.- Créanse, en las plantas de personal de cada uno de los Juzgados de Letras que a continuación se indican, un cargo de Receptor Laboral, con los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial: Primero, Segundo, Tercer y Cuarto Juzgados de Copiapó, y Primero y Segundo Juzgados de Talca.

	Artículo 11.-Divídese la competencia de los Juzgados de Antofagasta, Puente Alto, Rancagua, Chillán, Valdivia y Puerto Montt en la forma que se indica: 

	a) El Primero, Segundo y Tercer Juzgados de Letras de Antofagasta pasarán a ser Juzgados del Crimen, denominándose Primero, Segundo y Tercer Juzgados del Crimen de Antofagasta, respectivamente.

	b) El Cuarto, Quinto y Sexto Juzgados de Letras de Antofagasta pasarán a ser Juzgados en lo Civil, denominándose Primero, Segundo y Tercer Juzgados de Letras en lo Civil de Antofagasta, respectivamente.

	c) El Primero y Segundo Juzgados de Letras de Puente Alto pasarán a ser Juzgados del Crimen, denominándose Primero y Segundo Juzgados del Crimen de Puente Alto, respectivamente.

	d) El Tercero y Cuarto Juzgados de Letras de Puente Alto pasarán a ser Juzgados en lo Civil, denominándose Primero y Segundo Juzgados de Letras en lo Civil de Puente Alto, respectivamente.

	e) El Primero, Segundo y Tercer Juzgados de Letras de Rancagua pasarán a ser Juzgados del Crimen, denominándose Primero, Segundo y Tercer Juzgados del Crimen de Rancagua, respectivamente.

 	f) El Cuarto y Quinto Juzgados de Letras de Rancagua, pasarán a ser Juzgados en lo  Civil, denominándose Primero y Segundo Juzgados de Letras en lo Civil de Rancagua, respectivamente.

	g) El Primero y Segundo Juzgados de Letras de Chillán, pasarán a ser Juzgados del Crimen, denominándose Primero y Segundo Juzgados del Crimen de Chillán, respectivamente.

 	h) El Tercero y Cuarto Juzgados de Letras de Chillán, pasarán a ser Juzgados en lo Civil, denominándose Primero y Segundo Juzgados de Letras en lo Civil de Chillán, respectivamente.

	i) El Primero y Segundo Juzgados de Letras de Valdivia, pasarán a ser Juzgados del Crimen, denominándose Primero y Segundo Juzgados del Crimen de Valdivia, respectivamente.

	j) El Tercer y Cuarto Juzgados de Letras de Valdivia, pasarán a ser Juzgados en lo Civil, denominándose Primero y Segundo Juzgados de Letras en lo Civil de Valdivia, respectivamente.

	k) El Primer y Segundo Juzgados de Letras de Puerto Montt, pasarán a ser Juzgados del Crimen, denominándose Primero y Segundo Juzgados del Crimen de Puerto Montt, respectivamente.

	l)  El Tercer y Cuarto Juzgados de Letras de Puerto Montt, pasarán a ser Juzgados en lo Civil, denominándose Primero y Segundo Juzgados de Letras en lo Civil de Puerto Montt, respectivamente.

	Artículo 12.- Créanse, en la Corte de Apelaciones de San Miguel, los cargos que a continuación se indican, con sus respectivos grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Poder Judicial:

	a) Tres cargos de Ministros, de la Segunda Categoría del Escalafón Primario, grado IV. 

	b) Un cargo de Fiscal, de la Segunda Categoría del Escalafón Primario, grado IV.

	c) Un cargo de Relator, de la Tercera Categoría del Escalafón Primario, grado V.

	d) Un cargo de Oficial del Fiscal, de la Tercera Categoría del Escalafón de Empleados, grado XIII.

	e) Un cargo de Oficial Tercero, de la Tercera Categoría del Escalafón de Empleados, grado XII.

	f) Un cargo de Oficial de Sala, de la Sexta Categoría del Escalafón de Empleados, grado XVI.

	Artículo 13.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:

	a) Sustitúyese el artículo 29 por el siguiente:

	"En la Segunda Región, de Antofagasta, existirán los siguientes juzgados de letras:

	A.- JUZGADOS CIVILES.

	Tres juzgados de letras en lo civil en la comuna de Antofagasta, con jurisdicción sobre las comunas de Antofagasta, Mejillones y Sierra Gorda.

	B.- JUZGADOS DEL CRIMEN.

	Tres juzgados del crimen en la comuna de Antofagasta, con jurisdicción sobre las comunas de Antofagasta, Mejillones y Sierra Gorda.

	C.- JUZGADOS DE COMPETENCIA COMUN

	Un juzgado con asiento en la comuna de Tocopilla, con jurisdicción sobre la misma comuna;

	Un juzgado con asiento en la comuna de María Elena, con jurisdicción sobre la misma comuna;

	Tres juzgados con asiento en la comuna de Calama, con jurisdicción sobre las comunas de la provincia de El Loa;

	Un juzgado con asiento en la comuna de Taltal, con jurisdicción sobre la misma comuna.".

	b) Sustitúyese el acápite segundo de la letra A del artículo 32 por el siguiente:

	"Tres juzgados de letras en lo civil con asiento en la comuna de Viña del Mar y jurisdicción sobre las comunas de Viña del Mar y Concón, los cuales tendrán la categoría de juzgados de asiento de Corte para todos los efectos legales.".

	c) Sustitúyese el acápite segundo de la letra B del artículo 32, por el siguiente:

	"Tres juzgados del crimen con asiento en la comuna de Viña del Mar y jurisdicción sobre las comunas de Viña del Mar y Concón, los cuales tendrán la categoría de juzgados de asiento de Corte para todos los efectos legales.".

	d) Sustitúyese el artículo 33 por el siguiente:

	"Artículo 33.- En la Sexta Región, del Libertador General Bernardo O’Higgins, existirán los siguientes juzgados de letras que tendrán jurisdicción en los territorios que se indican:

	A.- JUZGADOS CIVILES:

	Dos juzgados de letras en lo civil con asiento en la comuna de Rancagua, con jurisdicción sobre las comunas de Rancagua, Graneros, Mostazal, Codegua, Machalí, Coltauco, Doñihue, Coínco y Olivar.

	B.- JUZGADOS DEL CRIMEN:

	Tres juzgados del crimen con asiento en la comuna de Rancagua, con jurisdicción sobre las comunas de Rancagua, Graneros, Mostazal, Codegua, Machalí, Coltauco, Doñihue, Coinco y Olivar.

	C.- JUZGADOS CON COMPETENCIA COMUN:

	Dos juzgados con asiento en la comuna de Rengo, con jurisdicción sobre las comunas de Rengo, Requínoa, Malloa y Quinta de Tilcoco;

	Un juzgado con asiento en la comuna de San Vicente, con jurisdicción sobre las comunas de San Vicente y Pichidegua;

	Un juzgado con asiento en la comuna de Peumo, con jurisdicción sobre las comunas de Peumo y Las Cabras;

	Dos juzgados con asiento en la comuna de San Fernando, con jurisdicción sobre las comunas de San Fernando, Chimbarongo, Placilla y Nancagua, conservando el Segundo Juzgado de Letras de San Fernando competencia especial en materia de menores.

	Dos juzgados con asiento en la comuna de Santa Cruz, con jurisdicción sobre las comunas de Santa Cruz, Chépica, Lolol, Pumanque, Palmilla y Peralillo, y

	Un juzgado con asiento en la comuna de Pichilemu, con jurisdicción sobre las comunas de la provincia Cardenal Caro, con excepción de la comuna de Navidad."

	e) Agrégase,  en el acápite primero del artículo 34, la expresión "y San Rafael;", a continuación de la palabra "Pencahue", eliminándose la conjunción "y" que la precede."

	f) Sustitúyense las letras A.- y B.- del artículo 35 por las siguientes:

	"A.- JUZGADOS CIVILES:

	Dos juzgados de letras en lo civil, con asiento en la comuna de Chillán, con jurisdicción sobre las comunas de Chillán, Pinto, Coihueco y Chillán Viejo;

	Tres juzgados de letras en lo civil con asiento en la comuna de Concepción, con jurisdicción sobre las comunas de Concepción, Penco, Hualqui, San Pedro de La Paz y Chiguayante;

	Dos juzgados de letras en lo civil con asiento en la comuna de Talcahuano, con jurisdicción sobre la misma comuna, que tendrán la categoría de juzgados de asiento de Corte para todos los efectos legales.

	B.- JUZGADOS DEL CRIMEN:

	Dos juzgados del crimen con asiento en la comuna de Chillán, con jurisdicción sobre las comunas de Chillán, Pinto, Coihueco y Chillán Viejo;

	Cuatro juzgados del crimen con asiento en la comuna de Concepción, con jurisdicción sobre las comunas de Concepción, Penco, Hualqui, San Pedro de la Paz y Chiguayante;

	Dos juzgados del crimen con asiento en la comuna de Talcahuano, con jurisdicción sobre la misma comuna, que tendrán la categoría de juzgados de asiento de Corte para todos los efectos legales."

	g) Elimínase el acápite primero de la letra C del artículo 35.

	h) Sustitúyense los acápites undécimo y duodécimo de la letra C.- del artículo 35 por los siguientes:

	"Un juzgado con asiento en la comuna de Laja, con jurisdicción sobre las comunas de Laja y San Rosendo.".

	"Un juzgado con asiento en la comuna de Yumbel, con jurisdicción sobre las comunas de Yumbel y Cabrero.".

	i) Sustitúyese,  en la letra A) del artículo 36, la expresión "Dos juzgados" por "Tres juzgados".

	j) Agréganse,  en las letras A y B del artículo 36, la expresión "y Padre Las Casas", a continuación del nombre "Freire", eliminándose la conjunción "y" que lo precede.

	k) Sustitúyese, en el acápite décimo del artículo 37, la expresión "Tres juzgados" por "Cuatro juzgados".

	l) Agrégase, como acápite tercero, nuevo, de la letra A del artículo 40, el siguiente:

	"Dos juzgados de letras en lo civil, con asiento en la comuna de Puente Alto, con jurisdicción sobre las comunas de la provincia de Cordillera;"

	m) Agrégase como acápite tercero, nuevo, de la letra B del artículo 40, el siguiente:

	"Dos juzgados del crimen, con asiento en la comuna de Puente Alto, con jurisdicción sobre las comunas de la provincia Cordillera;"

	n) Suprímese el acápite primero de la letra C del artículo 40.

	ñ) Sustitúyese el acápite cuarto de la letra C del artículo 40 por el siguiente:

	"Un juzgado con asiento en la comuna de Peñaflor, con jurisdicción sobre las comunas de Peñaflor y Padre Hurtado."

	o) Sustitúyese el número 3º del artículo 56 por el siguiente:

	"3º.- Las Cortes de Apelaciones de Valparaíso y Concepción tendrán trece miembros;"

	p) Intercálase, a continuación del número 3º del artículo 56, el siguiente nuevo número 4º, pasando el actual número 4º a ser número 5º:

	"4° La Corte de Apelaciones de San Miguel tendrá dieciséis miembros, y".

	q) Sustitúyese el artículo 58 por el siguiente:

	"Artículo 58.  La Corte de Apelaciones de Santiago tendrá seis fiscales; la Corte de Apelaciones de San Miguel tendrá cuatro fiscales; las Cortes de Apelaciones de Valparaíso y Concepción tendrán tres fiscales; las Cortes de Apelaciones de Antofagasta, La Serena, Rancagua, Talca, Temuco y Valdivia tendrán dos fiscales.  Las demás Cortes de Apelaciones tendrán un fiscal cada una.  El ejercicio de sus funciones será reglado por el tribunal como lo estime conveniente para el mejor servicio, con audiencia de estos funcionarios.".

	r) Sustitúyese, en el artículo 59, la frase "la Corte de Apelaciones de San Miguel tendrá nueve relatores" por la siguiente: "la Corte de Apelaciones de San Miguel tendrá diez relatores".

	s) Sustitúyese el artículo 61 por el siguiente:

	"Artículo 61. Las Cortes de Apelaciones de Arica, Antofagasta, La Serena, Rancagua, Talca, Temuco y Valdivia se dividirán en dos salas; las Cortes de Apelaciones de Valparaíso y Concepción en cuatro salas; la Corte de Apelaciones de San Miguel en cinco salas y la Corte de Apelaciones de Santiago en siete salas. Cada una de las salas en que se dividan ordinariamente las Cortes de Apelaciones, tendrán tres ministros, a excepción de la primera sala que constará de cuatro. Para la constitución de las diversas salas en que se dividan las Cortes de Apelaciones para su funcionamiento ordinario, se sortearán anualmente los miembros del tribunal, con excepción de su Presidente, el que quedará incorporado a la Primera Sala, siendo facultativo para él integrarla. El sorteo correspondiente se efectuará el último día hábil de enero de cada año.".

	Artículo 14.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el  artículo noveno de la ley Nº 18.776:

	1.- En el acápite primero del número 8, sustitúyese el guarismo "tres" por el guarismo "dos";

	2.- Sustitúyese el acápite segundo del número 8 por el siguiente:

	"Los nueve juzgados de letras del trabajo de Santiago tendrán jurisdicción en la provincia de Santiago, con excepción de las comunas de San Joaquín, la Granja, La Pintana, San Ramón, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda y Lo Espejo."

	Artículo 15.-Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo décimo de la ley Nº 18.776:

	1.- Reemplázase la letra E del artículo décimo de la ley Nº 18.776 por la siguiente:

	"1.- El Primero, Segundo y Tercer Juzgados de Letras de Menores de Valparaíso, las comunas de Valparaíso y Juan Fernández.

	2.- El Primero y Segundo Juzgados de Letras de Menores de Viña del Mar, las comunas de  Viña del Mar y Concón y mantendrán su carácter de juzgados de asiento de Corte para todos lo efectos legales.

	3.- El Juzgado de Letras de Menores de Quillota, las comunas de Quillota, La Cruz, Calera, Nogales e Hijuelas.

	4.- El Juzgado de Letras de Menores de San Felipe, las comunas de San Felipe, Santa María, Panquehue, Llaillay y Catemu.".

	2.- Agrégase el siguiente número 4 a la letra F) del artículo 10º de la ley Nº 18.776:

	"4.- El Juzgado de Letras de Menores de Puente Alto, las comunas de la provincia Cordillera."

	3.- Sustitúyese el número 2 de la letra I), Juzgados de la Octava Región del Bío-Bío, por el siguiente:

	"2.- El Juzgado de Letras de Menores de Los Ángeles, las comunas de Los Angeles, Quilleco y Antuco."

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

	Artículo 1º.- La instalación de los tribunales a que se refiere esta ley, como, asimismo, la presentación de las ternas correspondientes a su personal, se efectuarán en la medida en que el presupuesto del Poder Judicial contemple el gasto pertinente y la Corporación Administrativa del Poder Judicial ponga a disposición de las respectivas Cortes de Apelaciones los locales destinados al funcionamiento de estos tribunales.

	Artículo 2º.- Las causas que a la fecha de publicación de esta ley estuvieren sometidas al conocimiento de los juzgados actualmente existentes, continuarán radicadas en ellos hasta su total tramitación, como,  asimismo, aquellas que se promuevan entre la fecha de su publicación y la del funcionamiento efectivo de los nuevos tribunales.

	No obstante, las causas de menores que estuvieren sometidas al conocimiento del Primer Juzgado de Letras de Puente Alto serán remitidas al Juzgado de Letras de Menores de Puente Alto, una vez instalado.

	Artículo 3º.-El Juzgado de Letras de Menores de Quillota mantendrá su jurisdicción sobre las comunas de Quintero y Puchuncaví hasta que entre en funciones el Juzgado de Letras de Quintero, creado por la ley Nº 19.298.

	Artículo 4º.- Los jueces letrados de comuna o de agrupación de comunas y los secretarios de juzgados de letras que al 30 de mayo de 1995 contaban con más de cinco años de permanencia en la categoría, tendrán, para los efectos de los ascensos, los mismos derechos que los funcionarios de la categoría inmediatamente superior. El mismo derecho asistirá a quienes a esa fecha servían en propiedad tales cargos, una vez que cumplan cinco años de permanencia en la categoría.

	Artículo 5º.-Los jueces, secretarios y personal de empleados que en virtud de esta ley pasen a desempeñarse en tribunales de otra denominación o competencia, no requerirán de nuevos nombramientos, conservando sus grados y antigüedades en los escalafones respectivos.

	Artículo 6º.- El mayor gasto que signifique la aplicación de esta ley se financiará con los recursos asignados al Poder Judicial en la ley de Presupuestos del Sector Público del año correspondiente."

VII. Diputado Informante. 

	Se designó Diputada Informante a la señora SOTO GONZÁLEZ, doña Laura.

	Sala de la Comisión, a 7 de abril de 1998.















	Acordado en sesiones de fechas 3 y 24 de marzo y 7 de abril de 1998, con asistencia de los señores Cornejo (Presidente); Bustos, don Juan; Cardemil, Coloma, Elgueta y  Espina; señora Guzmán; señores  Krauss, Luksic,  Pérez, don Aníbal;  Walker, don Ignacio, y señora Soto.

	A la sesión en que se inició el estudio del proyecto asistieron también los ex Diputados señor Gajardo y señora Wörner.













Adrián Álvarez Álvarez,

Secretario de la Comisión



� Este informe está disponible en la Red de Comunicaciones del Congreso Nacional (camjefseccom aalvarez informes boletín 2135-07-1).

� Proposición Corporación: 1 Menores de Puente Alto. 2 Letras de Puerto Cisnes. 3 Letras de Cunco. 4 Letras de Purén. 5 Letras de Toltén. 6 Letras de Salamanca. 7 Letras de Monte Patria. 8 Letras de Chimbarongo. 9 Letras de Parral. 10 Letras de San Clemente. 11 Civil de Antofagasta. 12 Civil de Antofagasta. 13 Menores de Coquimbo. 14 Civil de Rancagua. 15 Letras de Graneros. 16 Letras de Machalí. 17 Letras de Nacagua. 18 Civil de Talca. 19 Letras de Constitución. 20 Civil de Curicó. 21 Civil de Temuco. 22 Civil de Osorno. 23 Civil de Arica. 24 Letras de Villa Alemana. 25 Letras de Calera. 26 Civil de Puerto Montt.

Proposición del Ministerio de Justicia: 1. Civil de Antofagasta. 2 Civil de Antofagasta. 3 Civil de Puente Alto. 5 Civil de Rancagua. 6 Civil de Temuco. 7 Civil de Puerto Montt. 8 Sala C. de Apelaciones de San Miguel.

� Si se considera el criterio técnico de primera causa, se encontrarían en esta situación  el 4° juzgado de Copiapó, el juzgado de letras de Quintero, el 2° juzgado de letras de Coronel y el 7° y el 8° juzgados de menores de Santiago.

� Como se sabe, durante la Administración del señor Aylwin, dicho proceso se inicia con la dictación de la ley N° 19.084, que,  entre otras cosas, creara un juzgado de letras en Talagante. Continúa con  la ley N° 19.122, que creara un juzgado de letras de menores en Talagante. Sigue  con la ley N° 19.124, que creara en la Corte de Apelaciones de San Miguel tres cargos de ministros, tres cargos de relatores y un cargo de secretario, para permitir su funcionamiento en Salas. Prosigue con la ley N° 19.139, que dividiera la jurisdicción de los juzgados de Concepción y de Talcahuano y  creara un juzgado de letras del crimen en la primera. Persiste con la ley N° 19.156, que creara un juzgado de letras del crimen en Viña del Mar y diez en Santiago, además de un juzgado de letras en las ciudades de Quilpué, Talca, Curicó, Santa Bárbara, Coronel, Angol, Paillaco, Osorno y San Bernardo. Y culmina con la ley N° 19.298, que creara un  juzgado de letras de menores en Antofagasta, Talca, Temuco y Castro y dos en Santiago; un juzgado de letras en Calama, Copiapó, Caldera, Coquimbo, Quintero, Colina, Puente Alto, Peñaflor, Buin, Rengo, Talcahuano, Los Muermos, Quellón y Punta Arenas, además de  diferentes cargos en las Cortes de Apelaciones de Arica, Antofagasta, La Serena, Rancagua y Concepción.

En resumen, dicho proceso de  creación de  juzgados permitió contar, en el período 1991-1993, con un total de 44 nuevos juzgados de letras. 

�En el “Estudio sobre antecedentes y proposiciones para la creación, ubicación y especialización de juzgados de letras durante 1991-1992", hecho por la Universidad Católica de Valparaíso en convenio con la Corporación Administrativa del Poder Judicial, se seleccionaron tres criterios para determinar  los juzgados por crear.

El primero establece que el número mínimo de juzgados que deben existir en 1992 es aquél que genera una relación juzgado por habitante igual al promedio observado en el período 1975-1991. Dicho promedio, según la tabla respectiva, sería de 1,987 juzgados por cien mil habitantes. Multiplicado ese valor por la población estimada para 1992, da un total de 270 juzgados.  Como a la fecha existían 263, habría que crear 7.

El segundo criterio considera como periódico histórico relevante sólo los diez últimos años, esto es, de 1982 a 1991. En este caso y con igual procedimiento, el número de juzgados que deberían existir sería de 285, por lo que deberían crearse 22.

El tercer criterio consiste en tomar como referencia el valor máximo alcanzado por la relación juzgado habitante, durante el período, que es de 2,2 por cien mil habitantes, lo que multiplicado por la población de 1992 (13.599.428) arroja un total de 302 juzgados, por lo que habría que crear 39. De esta forma, acorde con el mencionado estudio, existiría un rango entre 7 y 39 nuevos juzgados por crear para 1992.

En cuanto a lo localización de estos tribunales, se optó por dividir la población jurisdiccional por el número de juzgados en cada una de las comunas  del país que sirven de asiento a juzgados de letras, para luego hacer un listado nacional de población jurisdiccional por juzgado, en orden descendente. 

Al mes de octubre de 1993, ocasión en la cual se informó el proyecto que diera origen a la ley N°  19.298, de un total de 335 comunas en el país, en sólo 118 de ellas existían juzgados de letras, situación que distaba en mucho de la meta que se consagra en el artículo 27 del Código Orgánico de Tribunales, en orden a que en cada comuna haya, a lo menos, uno de estos juzgados.

En lo que respecta a los dos nuevos estudios, se hace constar en ellos que esa Casa de Estudios Superiores ha desarrollado un modelo matemático de localización de tribunales de primera instancia que permite determinar el número, ubicación, territorio jurisdiccional y competencia de los juzgados que se requieren en cada región del país hasta el año 2000, considerando la proyección de la población hasta dicha fecha.

La finalidad de esos estudios es facilitar el acceso a la justicia a los habitantes del país, con criterios orientadores de equidad (todos los habitantes deben tener similar posibilidad de acceso a los tribunales de justicia), de eficiencia (los tribunales deben tener una carga de trabajo proporcional a su capacidad y relativamente homogénea entre ellos) y económico (minimizar el número total de tribunales por localizar).

El modelo, se agrega, establece un mecanismo  que, cumpliendo con los criterios orientadores, determina en forma óptima:

El lugar geográfico en que deben estar localizados los tribunales.

El número de tribunales.

El tipo de causas de deben atender.

El territorio jurisdiccional.  

La proposición técnica es la siguiente:

Corte de Apelaciones de Arica: Crear el segundo juzgado civil de Arica, con competencia civil y laboral. Especializar los actuales juzgados de letras de Arica en un juzgado civil, con competencia civil y laboral,  y tres juzgados del crimen.

Corte de Apelaciones de Iquique: Especializar los actuales juzgados de letras en un juzgado civil, con competencia civil y laboral,  y tres juzgados del crimen. El juzgado del trabajo amplía su competencia laboral a la materia civil, transformándose en un segundo juzgado civil de Iquique.

Corte de Apelaciones de Antofagasta: Crear dos juzgados civiles en Antofagasta. Especializar los actuales juzgados como sigue: Tres juzgados del crimen, un juzgado del crimen como situación transitoria, que pasará a tener competencia exclusiva en materia civil cuando se establezca la legislación procesal penal que instaure el juicio oral. 

Corte de Apelaciones de La Serena: Crear, con un horizonte hasta el año 200, un juzgado de menores en Coquimbo, juzgados de letras en Monte Patria y en Salamanca para descongestionar los tribunales de Ovalle e Illapel .

Corte de Apelaciones de Valparaíso: Crear el segundo juzgado de letras de Villa Alemana y el segundo juzgado de letras de La Calera. 

Corte de Apelaciones de San Miguel: Crear un juzgado de menores en Puente Alto.

Corte de Apelaciones de Rancagua: Crear un segundo juzgado civil en Rancagua y especializar los actuales tribunales, quedando uno civil y tres penales; crear juzgados de letras en Graneros, Machalí, Chimbarongo y Nancagua, creación que se complementa con cambios en los territorios jurisdiccionales. La primera prioridad la tiene el juzgado de letras de Chimbarongo. 

Corte de Apelaciones de Talca: Crear un juzgado de letras en Talca, Constitución, Curicó, Parral y San Clemente, que se complementa con cambios en los territorios jurisdiccionales y especialización de los tribunales de Talca y Curicó, quedando en Talca tres penales y dos civiles y en Curicó dos penales y dos civiles. La primera prioridad la tiene el juzgado de letras de Parral. 

Corte de Apelaciones de Temuco: Crear un tercer juzgado civil en Temuco, con competencia en materias civiles y laborales, y de letras en Cunco, Purén y Toltén, creación que se complementa con el cambio de territorio jurisdiccional  en los tribunales de Traiguén, Temuco, Pitrufquén, Lautaro y Nueva Imperial.

Corte de Apelaciones de Valdivia: Especializar los juzgados de Valdivia y Osorno, y crear un quinto juzgado en Osorno, que pasaría a ser el segundo juzgado civil.

Corte de Apelaciones de Puerto Montt: Crear el segundo juzgado civil de Puerto Montt, con competencia civil y laboral. Especializar los actuales juzgados de letras en un juzgado civil, con competencia civil y laboral , y dos juzgados del crimen.

Corte de Apelaciones de Coihaique: Crear un juzgado de letras en Puerto Cisnes y modificar el territorio jurisdiccional de todos los tribunales.

� En lo que respecta a la planta de los nuevos tribunales, el proyecto se aparta y modifica tácitamente la norma establecida en el artículo 2° de la ley N° 18.969, que a la letra expresa: "Los juzgados que se creen en virtud de lo dispuesto en el artículo 27 del Código Orgánico de Tribunales, se compondrán de un juez, un secretario, un oficial primero, dos oficiales segundos, dos oficiales terceros y un oficial de sala, con los grados de la Escala de Sueldos del Personal del Poder Judicial que a cada cargo corresponda, sin perjuicio de los aumentos de dotación que la ley determine."

� En 1997 la Corte de San Miguel tuvo un ingreso total de 41.712 causas nuevas. 

Para atender ese ingreso cuenta con 13 ministros y funciona dividida en cuatro salas ordinarias y una extraordinaria. Si se consideran las salas ordinarias, cada una atiende 10.358 causas. Si se considera la sala extraordinaria, el promedio baja a 8.287 causas por sala. 

Si se creara la quinta sala, el ingreso promedio sería precisamente de 8.287 causas por sala, por lo que eventualmente debería funcionar con una sexta sala extraordinaria, caso en el cual su promedio sería de 6.952 causas, superiores a las 5.000 consideradas aceptables.

En idéntica situación a San Miguel, en cuanto al número de ministros y salas, se encuentran las Cortes de Valparaíso y Concepción, pero al tener ingresos de 29.437 y 21.528 causas, respectivamente, cada sala debe atender 7.359 y 5.382 causas, respectivamente

� En el estudio realizado por la Universidad Católica de Valparaíso se señala que el número de causas que egresan anualmente de los juzgados civiles y del crimen es notoriamente superior al de los juzgados mixtos. Se justifica esta situación indicando que el principio de especialización provoca  mayor eficiencia, generada por el mejor  conocimiento y experiencia que se obtiene de la delimitación del ámbito de acción.

Como criterio general propuso que se aplicara el principio de la especialización en todas aquellas comunas en que tengan su sede cuatro o más juzgados (Arica, Iquique, Antofagasta, Rancagua, Chillán, Concepción, Valdivia)

� Art. 216 del C.O.T. Si en una sala de las Cortes de Apelaciones no queda ningún miembro hábil se deferirá el conocimiento del negocio a otra de las salas de que se componga el tribunal y si la inhabilidad o impedimento afecta a la totalidad de los miembros, pasará el asunto a la Corte de Apelaciones que deba subrogar según las reglas siguientes:

Se subrogarán recíprocamente las Cortes de Apelaciones de Arica con la de Iquique; la de Antofagasta con la de Copiapó; la de La Serena con la de Valparaíso; la de Santiago con la de San Miguel; la de Rancagua con la de Talca; la de Chillán con la de Concepción; la de Temuco con la de Valdivia; y la de Puerto Montt con la de Punta Arenas.

La Corte de Apelaciones de Coihaque será subrogada por la de Puerto Montt.

En los casos en que no puedan aplicarse las reglas precedentes, conocerá la Corte de Apelaciones cuya sede esté más próxima a la de la que debe ser subrogada.”

La distancia entre Puerto Montt y Punta Arenas es de 1.317 kilómetros, de Puerto Montt a Valdivia de 209 kilómetros  y de Puerto Montt a Coihaique de 634 kilómetros.

� En la sentencia recaída en los autos rol N° 271, de 31 de marzo de 1998, relativa al proyecto de ley que modifica el decreto ley N° 701, de 1974, sobre fomento forestal (BOL. 1594-01), en vías de publicación, el Tribunal Constitucional ha precisado que el contenido de la ley orgánica constitucional establecida en el artículo 74 de la Constitución ha de interpretarse en sentido estricto, por lo que el procedimiento que han de seguir los jueces en el ejercicio de su competencia no es propio de una ley que tiene el carácter de orgánica constitucional. (considerando 10).

Agrega el Tribunal que el Constituyente, en el artículo 74 de la Carta Fundamental, señaló dos órdenes de materias que debía contener la ley orgánica constitucional a que se refiere. Una la establece en forma genérica, al ordenar que determinará “la organización y atribuciones de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la República”, y la otra, en forma específica, al disponer que deberá indicar “las calidades que respectivamente deban tener los jueces y el número de años que deban haber ejercido la profesión de abogado las personas que fueren nombradas ministros de Corte o jueces letrados”.(considerando 13).

Precisa que la expresión “atribuciones” que emplea el artículo 74 de la Constitución, de acuerdo con su sentido natural y obvio y con el contexto de la norma en que se inserta, está usada como sinónimo de “competencia”, esto es, como la facultad que tiene cada juez o tribunal para conocer de las materias que la ley ha colocado dentro de la esfera de sus funciones. En otras palabras, dentro del término “atribuciones” el intérprete debe entender comprendidas sólo las reglas que digan relación con la competencia, sea ésta absoluta o relativa, o, si se quiere, en términos más amplios y genéricos, con la “jurisdicción”. (considerando 14).

Clarifica que “Sin embargo, una vez que la ley ha determinado la competencia del tribunal, existen dentro de nuestro ordenamiento positivo procesal, civil, penal, comercial, etc., un conjunto de disposiciones que también otorgan facultades a los tribunales; pero no ya en relación con su esfera de acción que ya fue determinada por la norma relativa a la competencia, sino con la forma o manera en que el tribunal respectivo debe resolver  la contienda que la ley ha entregado a su conocimiento. Entre estas normas se encuentran, desde ya, las relativas al procedimiento a que debe sujetarse el juez en el ejercicio de sus funciones, las cuales tanto este Tribunal como el Poder Legislativo invariablemente han calificado como normas propias de ley común, ajenas al ámbito de acción del artículo 74 de la Carta Fundamental” (considerando 15).

En el considerando 16, el Tribunal efectúa una nueva precisión sobre el concepto de atribuciones y señala que “es necesario distinguir entre una regla de competencia que es la que regula la relación procesal fijando el campo dentro del cual el tribunal puede actuar para llegar a la decisión y aquella otra norma que gobierna la relación jurídica sustancial que constituye el tema de la decisión. Esta última norma, en términos generales, llamada “decisoria litis”, es la que señala las directrices, pautas o facultades conforme a las cuales el juez debe resolver la causa sometida a su decisión una vez fijada su competencia. En el orden penal, por ejemplo, pertenecen a esta categoría todas aquellas que autorizan al juez para disminuir o aumentar la pena, según sean las circunstancias atenuantes o agravantes de responsabilidad penal (artículo 62, Código Penal); en el orden civil, por su parte, puede señalarse, entre otras muchas, la que faculta al juez para reducir el monto de la indemnización de perjuicios en la responsabilidad extracontractual en el caso que la víctima su hubiere expuesto imprudentemente al daño (artículo 2330, Código Civil) Esta clase de preceptos, ajenos a la competencia, al igual que los que versan sobre el procedimiento, no son propios de la ley orgánica constitucional a que se refiere al artículo 74 de la Constitución”.
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